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Estudio sobre la fijación de precios de los
 servicios de telecomunicación

- Resumen - 

INTRODUCCIÓN

El desarrollo de las telecomunicaciones ha estado siempre, y estará, condicionado por la capacidad de financiarlo. En un contexto de economía abierta de mercado, tanto más capital atraerá el sector cuanto más capital sea éste capaz de revertir. En tanto en cuanto los precios cobrados por los servicios ofrecidos constituyen la vía de retorno de la inversión efectuada, éstos constituyen un factor clave para el desarrollo del sector.

Desde el punto de vista de los operadores, la importancia de los precios de los servicios queda justificada en la medida en que contribuyen a la formación de la demanda efectiva en el mercado, las cuotas de mercado de los distintos oferentes, su capacidad financiera, las expectativas de inversión en el sector y la capacidad de oferta.

Desde el punto de vista del regulador, desechado el modelo de prestación de servicios en monopolio, el control de precios es uno de los instrumentos disponibles para fomentar la prestación de servicios en régimen de competencia, impidiendo el cobro de precios excesivos en mercados cautivos y la existencia de subvenciones cruzadas entre servicios y cualesquiera otras conductas que atenten contra la libre competencia, al tiempo que garantizando la viabilidad financiera de los operadores dominantes en el periodo de tránsito a la competencia, la asequibilidad del servicio de telefonía fija (obligación de servicio universal) y una adecuada relación calidad/precio de los servicios; algunos de ellos, por otra parte, objetivos encontrados. Esta competencia debe ser eficiente en tres sentidos:

· eficiencia técnica: mínimos costes de producción;

· eficiencia asignativa: precios iguales a costes marginales; 

· eficiencia dinámica: nivel de inversión óptimo a largo plazo.

El Proyecto Fin de Carrera presentado es un estudio sobre la fijación de precios de los servicios de telecomunicación desde el punto de vista del regulador. En él se analizan los diferentes modelos y condicionantes de la regulación de precios, así como el contexto tarifario español y comunitario para los servicios básicos de telecomunicación: servicio telefónico fijo, servicio de interconexión y servicio de circuitos alquilados. Lo recogido a continuación es compendio de algunas de las conclusiones vertidas en este estudio, presentado en febrero de 2000.

MODELOS ECONÓMICOS DE REGULACIÓN DE PRECIOS

El establecimiento o fijación, por parte de una autoridad reguladora, de los precios de los productos o servicios de ciertos operadores económicos que actúan en determinados mercados queda justificado por varias razones, como garantizar la asequibilidad de servicios considerados como básicos o limitar ciertas prácticas de precios de operadores dominantes, a fin de prevenir efectos negativos sobre la competencia efectiva (prácticas predatorias) o sobre los consumidores (precios abusivos en mercados cautivos).

Y como mal menor, que lo es, la regulación de precios debe realizarse minimizando el impacto sobre el comportamiento de los operadores en el mercado (restricciones para unos que devenguen en ventajas para otros, y en último extremo, los consumidores), de modo que éstos actúen de la manera más acorde a un entorno de competencia cuasi perfecta. No obstante, su existencia debe estar sometida a un constante análisis coste-beneficio frente a la alternativa de su eliminación, regulando el comportamiento de los operadores ex post por medio de las leyes de la competencia.

Diversos modelos de regulación de precios se han venido proponiendo y empleando desde tiempo atrás, unos más adecuados que otros, tanto desde el punto de vista de su operatividad en la práctica, por la cantidad de información que exigen, como de su compatibilidad con la dinámica de los mercados, en términos de los incentivos que ofrecen a los agentes.

Precios según los costes marginales de producción

Modelo de competencia perfecta y primera mejor solución desde un estricto punto de vista de la eficiencia económica, este paradigma no es sostenible en el mercado de las telecomunicaciones. Dejando a un lado la dificultad de su estimación a partir de la información contable de que disponen los operadores, dadas las economías de alcance y escala que caracterizan a este mercado, unos precios iguales a los costes marginales de producción no cubren los costes totales incurridos, por lo que su aplicación significaría la bancarrota del regulado.

Precios de Ramsey 

Segunda mejor solución desde el punto de vista de la eficiencia económica, para garantizar la viabilidad financiera del operador regulado se aplican ciertos márgenes sobre los costes marginales de producción, calculados a partir de la “regla de la elasticidad inversa”: toda desviación de los precios con respecto a los costes marginales ha de ser inversamente proporcional a la correspondiente elasticidad de la demanda de cada servicio (i.e. a mayor elasticidad de la demanda, menor margen). 

La dificultad de su estimación, tanto más si se considera la existencia de externalidades o las diferentes elasticidades para cada oferente del mercado, así como de compaginarlo satisfactoriamente con una política de servicio universal, limitan enormemente su aplicabilidad en el sector de las telecomunicaciones, siendo útil, no obstante, como referente teórico. En concreto, los precios de Ramsey constituyen una referencia útil de la dirección y el posible beneficio obtenido por los consumidores en la acometida de reequilibrios tarifarios.

Rate-of-return

La idea básica de este modelo es la de permitir que el operador regulado recupere los costes incurridos “peseta por peseta”, obteniendo además unos beneficios razonables en función del capital invertido. Así, dejando cierta libertad al operador para que fije los precios de sus diferentes servicios, se establece un límite máximo de ingresos, calculado a partir de sus gastos (costes de operación, amortizaciones e impuestos) y la tasa permitida de rendimiento del capital.

El mayor inconveniente de la regulación de rate-of-return es el de crear incentivos a los regulados diferentes de los que éstos tendrían en un entorno competitivo, al no incentivar en absoluto las mejoras en eficiencia técnica (liga precios a costes, cualesquiera que sean), promoviendo incluso la sobreinversión o la subvención cruzada entre servicios regulados y no regulados. Asimismo, en contra de su aplicación, cabe señalar su alto coste regulatorio, ya que se precisa una legión de abogados, economistas, contables, registradores, etc., para recopilar los datos de costes requeridos por este modelo, así como para determinar inputs como el perfil de amortización de los activos o la tasa de rendimiento del capital. 

En definitiva, aunque el modelo de rate-of-return tiene el atractivo político de controlar los beneficios obtenidos por el regulado, su principal defecto a la vez que su mayor debilidad es su pobre promoción de la eficiencia (técnica y asignativa, si bien incentiva la dinámica), y como resultado a largo plazo, de reducciones en los precios. Esta crítica fatal al sistema ha motivado que en todo el mundo, siendo el caso paradigmático el de los EEUU, la tendencia observada sea a pasar de una regulación de este tipo a otra que proporcione mayores incentivos a la eficiencia, como la de price-cap.

Price-cap

Este modelo se basa en el establecimiento de niveles límite de precios (caps) para una o varias ‘cestas’ de servicios del operador regulado. Una vez establecidos los caps, éstos permanecen fijos durante un determinado periodo de años, típicamente 4 ó 5, siendo ajustados año a año en función de un índice de inflación menos un cierto ‘factor de productividad’, cabiendo la posibilidad de establecer ajustes adicionales. Al cabo del ciclo regulatorio prescrito, el regulador revisa el sistema estableciendo, si fuera necesario, nuevos caps o nuevos ajustes para el siguiente ciclo regulatorio. Impuesta esta dinámica, el operador regulado queda autorizado a fijar libremente sus precios en tanto no exceda el límite máximo impuesto para cada cesta de servicios. 

La propiedad fundamental del modelo de price-cap es la de incentivar la eficiencia técnica del operador regulado. Al fijarse un límite máximo para los precios que éste puede cobrar a sus clientes, el único medio de incrementar sus beneficios es mejorar su eficiencia técnica e innovar, esto es, aumentar su margen de beneficio reduciendo los costes. Asimismo, la regulación de price-cap proporciona dos mecanismos para trasladar las mejoras en eficiencia del operador regulado a los consumidores: a priori, a través de los ajustes suplementarios, bien para anticipar mejoras previstas, bien para forzar al operador a realizarlas; a posteriori, por medio de la intervención del regulador en las revisiones del sistema para, atendiendo a las mejoras que no fueron anticipadas en su momento, fijar nuevos caps para el siguiente ciclo regulatorio. Otros rasgos positivos de la regulación de price-cap son su relativa sencillez de administración por parte del regulador o el facilitar la consecución de reequilibrios tarifarios.

Pero no son todo ventajas. En primer lugar, la regulación de price-cap incentiva la práctica de ciertas estrategias indeseables por parte del regulado, como el retraso intencionado en la introducción de nuevas tecnologías o sistemas conducentes a mejorar la eficiencia hasta el comienzo de los ciclos regulatorios. La razón es sencilla: disponer de un mayor horizonte temporal para disfrutar de los márgenes de beneficio generados hasta que el regulador pueda alterar las condiciones del sistema. En segundo lugar, un riesgo inherente al incentivo a reducir costes es el de disminuir intencionadamente la calidad de los servicios. La solución a esta cuestión pasa por el establecimiento, y control de su cumplimiento, de unos estándares mínimos de calidad. Por último, y en la que es la crítica fundamental que se ha planteado al sistema de price-cap allí donde ha sido empleado, es que se ha probado demasiado generoso para las compañías reguladas a expensas de los consumidores. No en pocos casos, los beneficios obtenidos por éstas han superado con creces todas las previsiones.

PROBLEMÁTICA TARIFARIA DEL SERVICIO TELEFÓNICO FIJO

En España, el servicio telefónico básico se considera un servicio universal que debe llegar a todos los ciudadanos en condiciones de calidad y asequibilidad, lo que se ha traducido en un desequilibrio tarifario histórico que, aun en el periodo de competencia y según el operador dominante, no ha sido resuelto. 

A falta de la implantación del sistema de contabilidad de costes del operador dominante y del cálculo del coste neto evitable de la prestación de las obligaciones de servicio universal, los criterios de fijación de precios empleados por la Comisión Delegada del  Gobierno para Asuntos Económicos no han sido públicos ni transparentes, suponiéndose únicamente conocidos dos objetivos: el mantenimiento de la asequibilidad del servicio y el control de la inflación (objetivos encontrados con los de eficiencia económica en el sector). 

Prueba de lo anterior es la manera en que se ha acometido, o se ha empezado a acometer, el reequilibrio tarifario de Telefónica de España. Valga como ejemplo la evolución del precio de las llamadas metropolitanas presentada en la Figura 1, en la que también se señala el que podría ser actualmente su precio de haberse llevado a efecto las medidas aprobadas en la OM de 18 de marzo de 1997
, y que en este caso, que no para el caso de las tarifas de los servicios de larga distancia, cayeron en el saco del olvido. La OM de 31 de julio de 1998
 introdujo unas tarifas para el servicio metropolitano tales que, con respecto a las tarifas vigentes desde 1994, el precio de una llamada de 3 minutos en hora punta subía un 13%, mientras que el de una de 30 minutos lo hacía un 115%. Este tipo de subida tan poco equilibrada estaba justificada por el objetivo de control de inflación, ya que en la medida del nivel de precios del sector de las telecomunicaciones para el cálculo del IPC, el elemento con mayor peso es el precio de las llamadas metropolitanas de una duración en el entorno de los 3 minutos. De no poder aumentarse el precio de éstas, la inmensa mayoría de las realizadas, la solución para obtener mayores ingresos por este servicio pasaba por disparar el precio de las llamadas de mayor duración. Finalmente, como prueba del sometimiento de la lógica tarifaria al objetivo de control de la inflación, valga la última revisión a la baja de las tarifas del servicio metropolitano, aprobada mediante RDL de 16 de abril de 1999
, la cual tuvo carácter de medida de control de la inflación, que no de reequilibrio tarifario.
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Datos: Tarifas públicas de Telefónica de España. Precio por llamada en horario punta, sin impuestos ni planes especiales de descuento.

Figura 1. Evolución del precio de las llamadas metropolitanas de Telefónica de España (horario punta)

En cuanto a si el servicio telefónico fijo es más o menos caro que en el resto de países de nuestro entorno, la comparación puede efectuarse de dos maneras: bien comparando precios de llamadas estándar (duración, distancia y horarios determinados) o tarifas estándar (cuota de alta, abono, etc.), bien comparando el coste para el usuario de una determinada ‘cesta de consumo’ del servicio telefónico (que refleje un cierto patrón de uso). Dicho lo anterior, cabe señalar que existen argumentos para cuestionar la validez de una comparación de precios entre países: aun en el óptimo de eficiencia, la realidad de costes de producción en cada país puede ser muy diferente (diferente orografía, distribución de la población, etc.), no siendo, por tanto, comparables los precios.

Hecha la anterior salvedad, y comparando cuotas fijas y precios de llamadas estándar de 3 minutos en hora punta del operador establecido, resulta que España es, en el ámbito de la UE
:

· el país con una cuota de conexión más elevada;

· uno de los países con una cuota de abono mensual más baja;

· después de Grecia, el país con llamada local más barata;

· uno de los países con llamada de larga distancia nacional más cara;

· uno de los países con llamada de larga distancia internacional (a la UE) más barata;

· después de Grecia y Portugal, el país con un mayor valor para el ratio ‘precio de llamada de larga distancia nacional / precio de llamada local’, usualmente empleado como medida del desequilibrio tarifario.

Ahora bien, este tipo de comparación no es la más conveniente para dibujar toda la variedad de sutilezas que esconden las estructuras tarifarias de cada país. Por ejemplo, aunque la llamada local de 3 minutos en hora punta en España es la más barata de la UE después de la de Grecia (la duración media de una llamada metropolitana es actualmente de 155 segundos
), España es uno de los países de la UE donde las llamadas metropolitanas de larga duración resultan más caras. A este respecto, no cabe duda de que el gran damnificado del proceso de reequilibrio tarifario de TdE ha sido el colectivo internauta. La comprensible movilización de este colectivo ha forzado a TdE y al Ministerio de Fomento a buscar soluciones al problema suscitado, como la oferta de bonos especiales de descuento para llamadas de conexión a Internet o la implantación de la tecnología ADSL para ofertar una ‘tarifa plana’.

Con respecto a la comparación de cestas de consumo, ha de tenerse en cuenta que los resultados de la misma están indefectiblemente condicionados por la composición de la cesta tomada como referencia. Atendiendo a la comparación efectuada por Comisión Europea, España es, después de Portugal, el país de la UE con un servicio telefónico fijo más caro
. En cambio, según la comparación presentada por la CMT, España presenta una cesta media de consumo residencial más asequible que la de países como Italia, Alemania y Francia
 (ver Tabla 1).
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Cesta residencial
CE
España
Italia
Reino Unido
Francia
Alemania


CMT
Italia
Alemania
Francia
España
Reino Unido

Cesta negocios
CE
España
Italia
Reino Unido
Alemania
Francia


CMT
Italia
Alemania
España
Francia
Reino Unido

Fuente: Comisión Europea – Fifth Report on the implementation of the telecommunications regulatory package: cestas calculadas a agosto de 1999; CMT – Informe  Anual 1998: cestas calculadas a 31 de diciembre de 1998.

Tabla 1. Discrepancia en el valor de las cestas de consumo de la Comisión Europea y la CMT

Semejante disparidad de resultados no se debe a cuestiones menores como que la cesta empleada por la Comisión Europea no incluya llamadas internacionales, o que la fecha de cómputo no coincida, sino a que la metodología de comparación propuesta por la CMT es parcial (favorable a España), si bien ninguna metodología está exenta de cierta parcialidad. 

En efecto, la composición de la cesta de consumo empleada por la CMT se corresponde con el consumo medio del usuario español para cada tipo de llamada, tanto en número como en duración de las mismas. Por otra parte, es evidente que esta cesta es la que es, porque la tarifas en España son las que son. Si las tarifas fueran diferentes, también lo sería en mayor o menor medida el consumo. Por tanto, no tiene demasiado sentido aducir que, de aplicarse las tarifas vigentes en otros países sobre la cesta media de consumo del usuario español, ésta resultaría comparativamente más cara (o más barata). Claro que, al no existir ninguna metodología de elaboración de cestas completamente neutra, bien puede emplearse ésta como cualquier otra. No obstante, se intuye que la comparación resultaría más equilibrada de utilizarse una cesta media de consumo de ámbito transnacional, como aparente mejor solución, comunitaria.

PROBLEMÁTICA DE LOS PRECIOS DE INTERCONEXIÓN

Un régimen adecuado de interconexión con la red del operador establecido (aplicable por extensión al resto de operadores que vayan incorporándose al mercado), es aquel que conduce al justo equilibrio entre una competencia a corto plazo en determinados servicios y, por otro lado, el despliegue de infraestructuras de acceso alternativas más eficientes y capaces de soportar un mayor rango de servicios; siendo tres las variables sobre las que puede actuar el regulador para alcanzar este objetivo: los mecanismos de acceso a los nuevos operadores desde las redes existentes (selección de operador), las condiciones técnicas y operativas de la interconexión y, fundamentalmente, el precio de interconexión.

En general, puede decirse que el marco normativo español en materia de interconexión es una fiel transposición al caso nacional de la normativa comunitaria sobre interconexión y acceso a redes, salvo excepciones puntuales a la hora de abrazar las Recomendaciones en materia de precios y contabilidad de costes.

Los precios de interconexión han sido propuestos por el operador dominante y modificados y aprobados por la CMT en un contexto de orientación a costes, si bien, a falta de una idea clara de los mismos, se ha recurrido al bench-marking con los precios recomendados por la Comisión Europea para conocer la bondad de las estimaciones. En este sentido, hay que tener presente que el bench-marking internacional de precios obvia las diferentes realidades nacionales de costes, si bien es la única opción disponible para fijar precios en ausencia de información sobre costes. 

En tanto que las mejores prácticas propuestas por la Comisión Europea constituyen la referencia a seguir a nivel comunitario, la actuación de la CMT a la hora de corregir los precios contenidos en la Oferta de Interconexión de Referencia propuesta por Telefónica de España ha de considerarse correcta en el fondo, aunque tal vez no en la forma. De hecho puede argumentarse que el procedimiento legal de establecimiento de la OIR de un operador dominante, tal y como queda definido en el marco normativo español y comunitario, deja a éste en franca situación de indefensión frente al regulador. Y es que las disposiciones legales en esta materia amparan la casi total discrecionalidad de la ARN, aunque probablemente ésta sea la única manera de que, confiando en su buen criterio e independencia, se resuelvan adecuadamente en tiempo y forma los desencuentros que siempre habrá entre regulador y regulado. 

Por otra parte, la limitación del recurso a la interconexión en acceso (acceso indirecto) impuesta por la CMT a los operadores entrantes con licencia B1
 ha de entenderse que responde al objetivo de evitar una competencia descremada en el mercado (ver Figura 2). Y este objetivo en sí no es reprochable. Se trata de impedir que éstos entren en el mercado realizando la mínima inversión posible para, valiéndose de las imperfecciones del panorama regulatorio, hacer negocio sin asumir apenas riesgos. Dicho en román paladino: hacer el agosto pasando de puntillas por el mercado.

Ahora bien, aplicar medidas correctoras significa reconocer que la imperfección existe. Con la imposición de esta obligación se asume que el marco regulatorio presenta debilidades. En este caso, la imperfección viene dada por lo dispar de los sistemas de fijación de precios, por un lado, de los servicios de interconexión, por otro, de los servicios finales del operador dominante. Lo que sí resulta reprobable es tapar éste problema, como cualquier otro, con un “parche”. Una vez reconocido un problema, lo razonable es actuar sobre la causa, y no tratar de contener o enmendar todas las posibles consecuencias. 

Tampoco tiene mucho sentido que la CMT, más que aprobar, imponga una OIR supuesta justa y adecuada, para luego limitar su uso. En cualquier caso, un marco regulatorio que avala la discrecionalidad del regulador genera incertidumbre, y la incertidumbre siempre desincentiva la inversión, contraviniéndose los objetivos de promoción de la competencia y desarrollo del sector. No parece pues de recibo que, una vez establecido un régimen de títulos habilitantes, sentando los derechos y obligaciones asociados a cada tipo de autorización, en las resoluciones individuales de otorgamiento se incluyan condiciones adicionales como la de restricción de uso del acceso indirecto, obligando a los operadores a realizar inversiones de ninguna manera previstas en los planes iniciales de negocio y que, como puede verse en la Figura 2, pueden llegar a ser más que considerables.
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Figura 2. Restricción del uso de acceso indirecto impuesta por la CMT a los operadores B1

CONTEXTO TARIFARIO Y COMPETENCIA EN EL MERCADO

Como se ha introducido anteriormente, dos son los sistemas empleados actualmente en España para regular los precios del servicio telefónico fijo suministrado por el operador dominante (Telefónica de España). Por un lado, los precios de los servicios finales se atienen a un régimen de ‘precios autorizados’, siendo éstos fijados/aprobados en última instancia por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. Por el otro, los precios de los servicios intermedios de interconexión responden a un modelo de ‘oferta de referencia’, siendo la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones quien vigila por la orientación de los mismos a los costes reales de prestación. Cada cual, CDGAE y CMT, en el desempeño de su labor, autoriza los precios más adecuados para cumplir con sus respectivos objetivos. Ahora bien, ¿quién vigila por la coherencia global del sistema?  

El precio de la llamada local de TdE, y habida cuenta de los precios de interconexión que han de satisfacer el resto de operadores para poder suministrar este servicio, habilita un margen de negocio tan exiguo que desaconseja la entrada al mercado local; todo lo contrario que en el caso de la larga distancia, segmento del mercado hacia el que, al reclamo de unos amplios márgenes de negocio, se están dirigiendo los operadores entrantes (ver Figura 3). Este contexto tarifario constituye un freno para el despliegue de nuevas redes de acceso, lo cual afecta incluso a los operadores de cable.

En tanto que los precios aprobados por la CMT para los servicios de interconexión están en línea con las mejores prácticas sugeridas por la Comisión Europea, puede pensarse que es la estructura tarifaria vigente para los servicios finales de TdE la que no resulta apropiada. En este sentido, el desequilibrio tarifario de TdE aún parece patente (ver Figura 3), lo que está distorsionando gravemente la consecución de la competencia en el mercado.
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Figura 3. Escenarios de negocio para los operadores entrantes y desequilibrio tarifario

De cualquier manera, la naturaleza misma del sistema de precios autorizados es deficiente, por cuanto que el comprometer al operador dominante, y por tanto primera referencia del mercado, con unos precios de tipo fijo, amén de sometidos a la discreción del regulador, aparte de generar incertidumbre, suprime el proceso dinámico de respuesta de los operadores a la demanda del mercado por el que se generan los beneficios propios de un entorno competitivo.

A pesar de todo, mientras no se alcance la competencia plena en el mercado, sigue resultando aconsejable la práctica de un cierto control sobre los precios ofertados por el operador dominante para sus servicios finales. A tal efecto ya ha sido aprobado
 el establecimiento de un modelo de price-cap para regular los precios de TdE, que sustituirá al actual de precios autorizados, y del que se sabe que será elaborado por el Ministerio de Fomento, previo informe de la CMT, comenzará a ser vigente a partir del 1 de agosto de 2000, será de aplicación para los servicios de telefonía fija y circuitos alquilados, y tomará como índice de inflación de referencia el IPC.

En base a la experiencia acumulada en otros países (actualmente ya la emplean la mayoría de países de la UE) puede afirmarse que, frente a otros modelos de regulación de precios, el de price-cap se ha mostrado como el más adecuado para alcanzar los objetivos de evolución a la baja de los precios y reequilibrio tarifario del operador dominante, aportando transparencia al mercado y, por ende, fomentando la competencia. 

Por tanto, su adopción en nuestro país, aunque tardía, ha de ser valorada positivamente, siempre y cuando el alcance de la regulación vaya reduciéndose a medida que se vaya consolidando la existencia de ofertas alternativas a la de TdE. Y es que el modelo de price-cap puede aportar soluciones a los problemas del actual modelo regulatorio:

· Desequilibrio tarifario: el modelo de price-cap puede permitir al operador dominante orientar a costes los precios de los servicios, eliminándose el déficit de acceso y permitiéndole competir con las manos libres en los segmentos del mercado más competitivos.

· Sometimiento al objetivo de control de la inflación e incertidumbre: el modelo de price-cap propone un marco estable de precios de referencia para el operador dominante y, por extensión, para todo el sector, con un amplio horizonte temporal (siempre y cuando las condiciones del sistema no se alteren durante el transcurso del ciclo regulatorio). 

· Falta de coherencia global: algo que podría remediarse incorporando los servicios de interconexión al modelo de price-cap.

� Orden Ministerial, de 18 de marzo de 1997, por la que se determinan las tarifas y condiciones de interconexión a la red adscrita al servicio público de telefonía básica que explota el operador dominante para la prestación del servicio final de telefonía básica y el servicio portador soporte del mismo.


� Orden Ministerial de 31 de julio de 1998 sobre reequilibrio tarifario de servicios prestados por “Telefónica, Sociedad Anónima”. 


� Real Decreto-Ley 6/1999, de 16 de abril de 1999, de medidas urgentes de liberalización e incremento de la competencia.


� Fith Report on the implementation of the telecommunications regulatory package. Comisión Europea. Noviembre de 1999.


� CMT. Informe Anual 1998.


� Comisión Europea, op. cit.


� CMT. Informe Anual 1998.


� La necesaria para prestar servicio telefónico fijo disponible al público, mediante el establecimiento o explotación por su titular de una red pública telefónica fija.


� Real Decreto-Ley 16/1999, de 15 de octubre, por el que se adoptan medidas para combatir la inflación y facilitar un mayor grado de competencia en las telecomunicaciones.
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